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SEN'IENCIA INTERLOCUTOIIIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 5 dc novicmbre de 2018

ASUNl'O

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Jenny Lyan Sármiento
Félix conka la resolución de fojas 160, de fecha l8 de marzo de 2016, eapedida por la
Se8unda Sala Civil de Ia Corte Superior de Jt¡sticia de Ica que declaró improcedente la
demanda de ampalo de autos.

DAMBN'IOS

la sentencia cmilida en el Expediente 00987 201,+-PA/TC- publicada en el diario
?eruano cl 29 de agosto de 2014. este Tribunal estableció, cn el

1o 49, coI carácter de precedente, que se cxpcdirá senlencia interlocutoria
ria, diclada sin lnás trámite, cuando se presente alguno dc los siguientes

supüesios. que igua l¡nente están contenidos en el ar1ículo I I del Reglamento
Norlnalivo del'liibuual Constilucional

a)
i,)

c)

Carezoa de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque;
La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de cspccial
trascendencia constitucional;
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del ]'ribunal
Constitucional;
Se haya dccidido de manera desestimatoria en casos sustancialrnenle iguales.

2. Irn Ia sentencia emitida en el Expediente 0,16 10-201 l -PA/TC, publicada el 22 de
rnarzo de 2012. cstc Tr;bunal declaró infitndada la demanda cle anrparo por
considerar que, de conformidad con las sentencias emitidas cn los E\pedientes
00002-20 l0-PI/fC y 03 818-2009-PA¡]'C, así como en el auto cmitido en el
llxpedienle 00002-2010-PI/TC, cl Égimen de protección sustantivo-rcparador
contra el despido arbitrario prcvislo en el réginren laboral especial del contrato
administrativo de servicios (CAS) guarda conf'o¡midad con el afículo 27 de la
Constitución. Por esta razón. no correspondía analizar si los contratos civiles
suscritos con an¡erioridad a la suscripción de los CAS se desnaturalizaron o no.
pues dicho periodo es independicnte del inicio del CAS. Se concluyó. c¡lonces. que
le releción laboral se extinguió por el vencimiento del plazo dcl último CAS.

i. Lll objeto de la denranda cs que a la recurrente se la reponga cn su puesto de tfabJio
con¡o obrera operadora basc en el servicio de serenazgo de la Subgerencia de
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Promoción Económica y Scguridad, cargo quc dcscmpeñabe anles dc hebcr sido
despedida de la Municipalidad Provincial de Ica, con el pago de los costos del
proccso. Considcra que se han vulnerado sus derechos al lrabajo y a la debida
protección contra el dcspido arb;trario, pues en los hechos ha existido una relación
laboral a plazo indeterminado, pues inicialmente Iaboró bajo contratos dc servicios
no personales y luego mediante contratos administrativos dc servicios. Ios cualcs sc

desDaturalizaron.

4. El presente caso es sustancialmente ¡gual al resuelto, de manera desestimatoria, en
el Expediente 04610-201l-PA/TC por dos razones: l) se pretende dejar sin efecto
el despido del que ha sido objeto la recurrenle y ordenar la reposición en el cargo
que venía desempeñando; y 2) ambas derna0das se sustentan en que inicialmente la
demandante presló servicios personales y sujelo a subordinación. Ello en virtud de
contratos de naturaleza civil (fi. 5,29 y l0) y a que, posteriormente, laboró bajo el
régirnen de contratos administrativos de servicios (CAS) (ff 14 a 140 del cuadcmo
del lribunal).

5. Én consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 4l¡rpl.], se veriflca que
cl ptesente recurso de agravio ha incurrido e¡ la causal de rechazo prevista cn el
acápite d) del fundamcnto 49 de la sentencia emitida en el Expedie¡te 00987-2011-
PA/TC y en cl inciso d) del artículo 1l del ReSlamento No.mativo del Tribunal
Constitucional. Por esla razón. corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
cl recurso de agravio constitucional.

RESUELVE

Declarar IMPITOCEDEñ-TI! el recurso r¡vio constitucional

Publiquese y notifiquese.

SS,

MIRANDA CANALES
SARDóN DE TABOADA

LrJ/ I

Lo quc

e-IiSI'INOSA-SAI,DAÑA

Por estos i'undams¡tos, el -fribunal Constitucion¡1, co¡ la autoridad que le
confiere Ia Constitución Polílica del Perú, el lundamento de voto del magistrado Sardón
de faboada, y la paÍicipación del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera, convocado
p¡ra dirimir la discordia suscitada por el voto singular del nlagistrado lrerrero Costa.
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}.UNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA

Si bien estoy de acuerdo con el fallo de la sentencia interlocutoria expedida en autos.
discrepo de su fundamentación.

En el acápite b) del lundamento 49 de la sentencia emirida en el Expedienle 00987-
2014'PA/TC 

-preccdenle 
Vásquez Romero- este Tribunal Constitucional señaló qlrc

debe rechazarse el recurso de agravio conslitucional cuando la cuestión de Derecho que
contie¡c no sea de especial trascendencia constitucional.

A mi entender, el derecho al trabejo consagrado por el artículo 22 dc Ia Constitución no
incluyc la rcposición. Como señalé en cl voto singular que emiti en el Expedic¡te
05057-2013-PA/ fC, Precedente lluatuco Huatuco, el derecho al trabajo

debe ser entendido cot11o h posíbilidad de acceder libramente al nercadc,
labordl o a desarrollm'h actiyidad económ¡ca que uno qu¡era, dentro de
los línites que fu ley establece por razones de orden públúo. Solo esta
interprctación es consislerte oon las libefades de contratación y trabajo
consagradas en el articulo 2', incisos 14 y l5; la libertad de emprcsa
cstablccida en el artículo 59'; y, Ia visión dinámica del proceso econól¡ico
contcnidd cn cl anrculo 6l' de la ( on.lirución.

Así, cuando el articulo 27 de la Constitución de 1993 cstablece que 'la ley otorga al
¡rabajador protección adecuada contra e1 despido arbitrario". se refiere solo a obtener
Lrna indcmni,,¿cion det(nninadd por la le).

A mi crilerio, cuando la Constitución ulilizó el adiefi\o arbitrario, englobó tanto al
despido zrrlo coño al inj st¡¡¡cdrla de los que hablaba el Decreto Legislalivo 728, Ley
de Fomento dcl Enpleo, de 12 de noviembre de l99l.

Eslo es asi porque, scgún el Diccionario de la Lengüa Española, rr/¿rl¿rri¿, cs:

Sujctu a la libre loiunl¿d o ¡l c¡pricho a¡tes que a la le! o a la razón

Indebidamenle, Ia Ley 26513 promulgada cuando ya se enconlraba vigente la actual
Constitución pretendió equiparar el despido que la Constitución denominó drbítrLrio
solo a lo que la versión original del Dccreto l,egislafivo 728llamó injustiicddo.

En este caso, la pa(e demandante solicita su reposición (rn el püesto de trabajo, por
considerar que fue despedida arbitrariamcnte- Sin embargo, como he señalado
rcpctidanlenle en ¡nis votos emitidos como magistrado de este Tribunal Constitulcional,
corlsidero que nuestra Constitución no eslablece un régimen de estabilidad laboral
absoluta.
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Lamentable¡1ente, cste eror fuc ampliado por el I'ribunal Constitucional ¡nediante los
casos Sindicato Telefónica (2002) y Lla¡ros Huasco (2001), en los que dispuso que
correspondÍa la reposición incluso fiente al dcspido arbitrario.

Al tie¡¡po que extrajo la reposición de la existencia del amparo laboral, Llanos Huasco
pretendió que se distinguiera entre el despido nulo, el incausado y el fraudulenlo. Asi,
si no convencía. al menos confundiria.

A rri criterio, la proscripción constitucional de Ia reposición incluye, cieftamente, a los
lrabaj¿dores del Estado sujetos al Decreto Lcgislativo 276 o a cualquier otro régimen
Iaboral público.

La Constitución de 1993 evitó cuidadosamente utilizar eltérmino "estabilidad laboral",
con el que aanto su prcdecesora de 1979 como el Decreto Legislativo 276, de24 de
marzo dc 1984, se referían a la reposición.

Ll dcrecho a la reposición del régimen de la carrera administÉtiva no sobrevivió, pues.
a la prornulgación dc la Constitución el 29 de diciembre de 1993. No cambia las cosas
quc hayan transcurrido casi veinticinco años sin que algunos se percate¡ de ello.

Itrr lanlo. considero que el lecurso de agravio constitucional debe rechazarse porque no
está relacionado con el contenido constitucional¡¡ente prolegido del derecho invocado.

s.

SAITDÓN DE TABoADA

Laq

CT

Semeiante operación normaliva irnplicaba afirmar que el dcspido }??l¿, no puede ser

descrito como "sujeto a Ia libre voluntad o al capricho antes que a la ley o a Ia razón", lo
que es evidente¡¡ente inaceptable.

Más allá de su deficicnte lógica. la Ley 26513 luvo como consecuencia resucitar la
reposición como medida de protección frente a un tipo de despido, entregándoles a los
jueces poder para forzar la continuidad de una relación de trabajo.

Esta nueva clasificación que se mantiene en el lc\to Único Ordenaclo dcl Dccrelo
Legislalivo 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado mediante
DccretoSupremo003-97-TR esinconstitucional.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga 1a Constitución, y con el mayor respeto por la poflencia
dc mi coiega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedentc vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA./TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamenaos que a
continuación expongo:

EL TRTBUNAL CoNSTrrucroNAL coMo coRTE DE REyrsróN o FALLo y No DE

cASACtóN

La Constitución de 1979 creó el T¡ibu¡al de Garantias Constitucionales corno
instancia de casació¡ y la Constitución de 1993 coflvirtió ál Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad /roc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la sup¡emacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fuDdamenlales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de caraÍtías
Constitucio¡ales era un órgano de conhol de la Constitución, que tenia juisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, en rí.t de casac¡ófi, de los habeas corpus
y amparos denegados por ei Poder Judicial, lo que implicó quc dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para 1¡llar en forma definitiva sob¡e la causa. Es
decir, no se pronunciaba sob¡e los hechos invocados como alnenaza o lesión a los
de¡echos reconocidos en la Constitució¡.

3. En ese sentido. la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente cn ese momento, estableció, en sus artículos 42 a]46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma e¡rada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y ¡esolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la dcñciencia, devolverá los actuados a la Coúe Suprema de Justicia de ia
República (reenvio) pam que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulncración de derechos fire seriamenre
modiñcado en la Constitución de 1993. En priner lugar, se amplian los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, añparc. habeas datd
y acción de cumplimiento. En segtu]do lugar, sc crea al Tribunal Conslitucional
como órgano de control de la constjtucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica eróneamente como "órgano de control de la Constitución,'. No obstante. en

rrfl\
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materia de procesos constitucionales de la liberlad, la Constitución establece que el
TribLLnal Constitucio¡1al es instancia de revisión o 1'allo.

5. Cabe señalar que Ia Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que coüesporde al T¡ibuÍal Constitucional "conocer, en última y
definitivo insfanc¡a, las resoluciones denegalorias dictades en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas ddta y acción de cumplimiento". Esta disposición
constilucional, desde una posición de franca tutela de los detechos fufldamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien sc
estima amenazado o agraviado en un derecho l'undamental. Una lectura diversa
cont¡ave[dría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa dc la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sooiedad y del Estado (artículo 1), y "ld obseÚaxcia del debido proceso y tufela
jurísd¡cc¡onc¡l- Ninguna persona puede ser destia¡la de la jurisdíccíón
predeterminada por la le!, ni sometidd a procedimiento d¡stin¡o de los preriamenfe
establecídos, ní iuzgada por órg.tfios jurisdiccionales de excepc¡ófi ni por
co¡'nisiones especiale¡^ creadas al efecto cualqu¡erd sed su denominac¡ón",
consagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advie¡te, a dife¡encia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), cn el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretació[ de la Constitución capaz de in$esar al lbndo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Podcr Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión cs la supuesta atnenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abri¡ la via corespondiente para que el Tribunal Constitr¡cional pueda
pronunciarse- Pero la apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colabomr con Ios jueces constitucionales mediante un porme¡o zado
inálisis de lo que se prerende. de Io quc se invoca.

Ilr- DlRECuo A sER oiDo coMo tlIANIIrnsrAClóN DE r,A D[]uocRATlzACróN DE Los
PRocESos CoNst Ii ucloNAlf,s DE LA r.rBER'I'AD

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribülal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como coresponde, del de¡echo de

l|i{

7. Lo comtitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
i¡renunciable a la defensa; además, un T bunal Constitucional constituye el más
cl¡ctivo medio de defensa de los derechos fundamentales fiente a los poderes
públicos y p¡ivados, lo cual eviderrcia el triu¡fo de Ia justicia frerte a la
arbitrariedad.
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el de¡echo a ser
oido con todas 1as debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual sc
determiDen sus derechos, intereses y obligacio[es.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una ¡esolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con Ia defensa. Ia cual. sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pedinentes, concretándose el principio de inmediación quc
debe regir en todo proceso constitucional.

t0
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Sobre la inteNención dc las pafes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio ¡esulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, Io quc
incluye el derecho a ser oído con las debidas gara¡tías.

Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intercses.
que se concedc en la audiencia de vista, también constituye un elemento quc
democratiza el proceso. De 10 contrario, se decidi¡ia sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar 1o correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el 'l'ribunal Constitucional tiene el deber
includible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y 1os
argumentos quc justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino po¡ la justicia <le sus razones, por
expresar de modo suficicnte las razones de de¡echo y de hecho relevcntes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de De¡echos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a trafdr al inditiduo en todc, tiomento como
un yerdadefo sujeto del prc,ceso, en el m¿s amplio sent¡do Je este concepto, )] no
simplemenÍe como objeto del nismo,,t - y que "paro qu! exista Jyhido pruieso legal
es preciso que un ¡usticiable pued.t hacer valer sus derechos y defender sus
in¡ereser en^formd elcc¡ir,..t y en condiciones de igualdad plocesal con otro.t
¡ustiiMblc.\"'.

1 Corte IDH. Caso Baneto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
parra lo 2q

'Co.t" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del2l de junio de 2002, párrafo 146.

t'Ml
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14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la liberrad la denominada
"sentencia interlocuto a", el recurso de agravio constitucio¡al (R{C) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el T bunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" Di mucho menos "rec¿lifica¡" elrecurso de agravio constitucional.

15. De confo¡midad con los artículos 18 y 20 dcl Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso- Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recwso, sino por el contrario de "conocer" lo que lá parte aiega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otlo lado, la "sentencia interlocutoria" estabiece como supuestos pa¡a su
aplicación fón'nulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mcjor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identillca¡ en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte el enpleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa. en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afecta¡do notablemente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás. matatis mutandis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constilucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una realimación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libefad (supletoriedad, via prer ia,
vías paralelas, litispcndencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de Ia libertad sean de
una natu¡aleza procesal distinta a ia de los procesos ordinarios no co¡stituye un
motivo pam que sc pueda desvirtuar la esencia principal del ¡ecurso de agravio
constitucional.
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11. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunai Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. llicho Tribu¡al es su intéryrete supremo, pero no su refo¡mador, toda
vez que como órgano constituido lambién está sometido a la Comtitución.

It'(l
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19. Por 1anto, si se tiene en cuenta quc la justicia en sede constitucional ¡ep¡esenta la
ú1tima posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia pam la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, l.n tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmcnte si se tiete en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afi¡mó Raúl Ferrero Rebagliati, 'la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defe¡sa totai de la Constitución, pues si toda gamntia constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cuai al defe¡der su de.echo
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta op mida o
envilecida sin 1a protección judicial auténtica".

Lo que

OT
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